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Bogotá D.C, junio 3 de 2015
Informe de PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  en Cámara al Proyecto de Ley N° 212 de 2015 Cámara “por medio de la cual se hace una adición al Código Penal; se crea el tipo penal “omisión o denegación de urgencias en salud” y se dictan otras disposiciones”.

Doctor

JAIME BUENAHORA FEBRES 
Presidente Comisión Primera
H. Cámara de Representantes 

Ciudad 
Respetado Señor Presidente:

En atención a la designación que me fuera hecha por la Mesa Directiva de la Comisión Primera Permanente de la Honorable Cámara de Representantes, y de acuerdo a lo previsto en los artículos 156, 157 y 158 de la ley 5ª de 1992  me permito rendir informe de PONENCIA PARA PRIMER DEBATE al Proyecto de Ley N° Ley N° 212 de 2015 Cámara “por medio de la cual se hace una adición al Código Penal; se crea el tipo penal “omisión o denegación de urgencias en salud” y se dictan otras disposiciones”.en los siguientes términos:

I. ORIGEN DEL PROYECTO Y TRÁMITE LEGISLATIVO 
El presente Proyecto de Ley Ordinaria es de origen parlamentario del cual es autor el H. Senador Guillermo Antonio Santos Marín, recibido en comisión el 10 de abril de 2015, publicado en las gacetas 151 de 2015. 
II. OBJETO DEL PROYECTO
El Proyecto de Ley tiene objeto garantizar el goce efectivo del derecho fundamental a la salud, ligado estrechamente al derecho a la vida y a la vida digna, ejes fundamentales del Estado Social de Derecho derecho, esto  por medio de la prestación efectiva del servicio esencial de la salud de manera universal y solidaria, todo lo cual justifica la necesidad de adoptar la modificación por medio de la aplicación del derecho Penal como ultima ratio del Estado, por cuanto ha sido imposible lograr que los profesionales de la salud y prestadores de servicio no denieguen el servicio de salud, hecho que lamentablemente ha desencadenado en innumerables casos que han terminado en la muerte de ciudadanos.  
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO 
El proyecto consta de 2 artículos incluyendo la vigencia, donde se crea un tipo penal nuevo incluido en el Libro Segundo, Parte especial de los delitos en particular, protegiendo en bien jurídicamente tutelado de la vida e integridad personal, 
IV. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO  
Muchos son los casos denunciados en los cuales personas pierden la vida durante la infructuosa búsqueda de un centro hospitalario que los atienda ante la ocasión de una urgencia de salud, incluso existen radicadas innumerables quejas ante la Procuraduría General de la Nación – asuntos laborales, quejas que evidencian que a los pacientes se les exigen fuertes sumas de dinero en efectivo, como requisito para la atención medico asistencial, so pena de no restar el servicio, poniendo así en peligro la visa del paciente. 

Por la gravedad de los efectos de la denegación del servicio de urgencias, que conlleva a la afectación de la salud y la vida de las personas, bienes especialmente protegidos en el ordenamiento jurídico colombiano, resulta ajustado al principio de proporcionalidad contemplar medidas que permitan penalizar de manera más drástica tal conducta. Con esta medida se busca un efecto preventivo general, por medio del cual las personas que prestan el servicio de salud sean conscientes de la importancia de la atención inicial de urgencias.

Ahora bien, el derecho penal es la última ratio del Estado, se ha evidenciado que los procesos disciplinarios contra quienes deniegan los servicios de urgencias no han sido suficientes para impedir que esta conducta que conlleva a la muerte de quienes requieren el servicio, la tipificación de esta conducta tiene la finalidad de contrarrestar una realidad evidente para todos y que vulnera directamente el derecho fundamental de la salud, y así a la vida, esta conducta consiste en la negación del servicio inicial de atención de urgencias por algunas entidades promotoras y/o prestadoras del servicio de salud, tanto públicas como privadas, que por evadir un servicio que no les reporte ingresos inmediatos y que sí le implique altos costos,  niegan a la población más vulnerable el servicio de urgencias, obligando al paciente y a su familia a realizar un interminable e inclemente recorrido en clínicas, hospitales y centros de salud, que en varias ocasiones implica la muerte del paciente por su estado crítico de salud y que fue lo que originó su solicitud del servicio de urgencias, negándosele  sin mayor justificación.
El principio constitucional de solidaridad impone a los colombianos un deber especial en relación con sus conciudadanos, respondiendo ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas, mediante acciones humanitarias. Es a partir del artículo 95 de la Constitución Política, que toda persona puede esperar de los demás una conducta acorde con las necesidades y condiciones particulares en las que se encuentra.

 

En este caso nos encontramos en presencia de una persona que debido a su especial situación de inferioridad, debido a la presencia de una enfermedad o situación que aqueja su salud, que se espera una actuación por parte de los demás para socorrerla; más aún cuando éstas otras personas tienen una obligación mayor debido a la condición que ostentan, como lo es el caso de aquellos que institucional y administrativamente prestan el servicio de atención inicial de urgencias.

Es cierto que la Constitución contiene los principios suficientes para proteger el derecho a la salud y la vida, además que de la ley 1751 de 2015 establece los parámetros para garantizar estos derechos y que faculta al Congreso para legislar en materia Penal respecto del caso en concreto y objeto de este proyecto de ley. Siguiendo a LOEWENSTEIN, una Constitución escrita no funciona por sí misma una vez que haya sido adoptada por el pueblo, sino que una Constitución es lo que los detentadores y destinatarios del poder hacen de ella en la práctica. Para que una Constitución sea real y efectiva tendrá que ser observada lealmente por todos los interesados y hallarse plenamente integrada en la sociedad estatal. De lo contrario, si la dinámica del proceso político no se adapta a sus normas, se tratará de una Constitución jurídicamente válida pero carente de realidad existencial. Así las cosas se hace necesario el uso de ius puniendi a fin de garantizar los principios, valores y derechos consagrados en la Constitución.
Ley 1751 del 16 de febrero de 2015, ya citada, Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones establece en su artículo 14 que:

 Artículo 14. Prohibición de la negación de prestación de servicios. Para acceder a servicios y tecnologías de salud, no se requerirán ningún tipo de autorización administrativa entre el prestador de servicios y la entidad que cumpla la función de gestión de servicios de salud cuando se trate de atención de urgencia.
El Gobierno nacional definirá los mecanismos idóneos para controlar el uso adecuado y racional de dichos servicios y tecnologías en salud
Y especialmente en el Parágrafo 1. Establece que el Congreso deberá definir las sanciones de tipo penal. 

Parágrafo 1°. En los casos de negación de los servicios que comprenden el derecho fundamental a la salud con independencia a sus circunstancias, el Congreso de la República definirá mediante ley, las sanciones penales y disciplinarias, tanto de los representantes legales de las entidades a cargo de la prestación del servicio como de las demás personas que contribuyeron a la misma
 
En cuanto al estudio de la iniciativa a la luz del derecho penal, es cierto que es una conducta objetiva, que puede ser incluida en la antijuridicidad por cuanto se está tutelando el bien jurídico de la vida y la integración personal.   Que respecto de la culpabilidad, solo se dará en modalidad dolosa, puesto que el sujeto activo tendría la intensión manifiesta de causar la conducta típica. 
Todos los días vemos en las noticias nuevos casos donde se deniega el servicio de salud por parte de los prestadores y profesionales de este derecho. Como lo evidencian algunos ejemplos tales como: 

· Noticias RCN mayo 7 de 2015 

Hombre de 80 años falleció tras ser víctima del 'paseo de la muerte' en Barranquilla
Un fuerte dolor de estómago durante su celebración de cumpleaños hizo que el hombre fuera llevado a un centro asistencial, donde no le brindaron atención.

La familia de Héctor Enrique Correa, entre el luto por la muerte del hombre, denunció que fue víctima del llamado ‘paseo de la muerte’, al no recibir atención médica en un centro asistencial del centro de Barranquilla al que fue llevado por un fuerte dolor de estómago.

Con su teléfono celular, uno de los familiares grabó cómo por más de una hora el hombre, que se encontraba celebrando su cumpleaños número 80 cuando presentó los síntomas, esperó infructuosamente a ser atendido.

Según Katy Daza, nieta de la víctima, en el centro asistencial se limitaron a pedirle algunos datos como la EPS a la que estaba afiliado, y tras esto les dijeron que no había cupo para el paciente y que lo llevaran a otra institución médica.

Pese a ser trasladado, el hombre falleció en otro centro médico de Barranquilla pocas horas después, por no haber recibido atención a tiempo.

La secretaría de Salud de la ciudad informó que abrió una investigación para esclarecer el caso y evitar que se presenten este tipo de casos.

· Diario, El Colombiano, 31 de marzo de 2015 
Niña de 13 años habría muerto por “paseo de la muerte” en El Carmen de Viboral
La menor Mary Luz Ríos Tabares, de 13 años de edad, murió de una apendicitis luego de visitar las E.S.E de los municipios de La Unión y El Carmen de Viboral, denunciaron los padres que argumentaron que los centros de salud le habrían hecho el paseo de la muerte.
Según sus padres, Tabares estuvo enferma desde el sábado 14 de marzo al mediodía y aunque visitó varios centros asistenciales en ninguno descubrieron la enfermedad que le producía fuertes cólicos, diarrea y vómito.
Según denunció su padre Jaime Ríos a El Colombiano, la menor fue atendida por primera vez en la E.S.E Hospital San Roque de La Unión, el domingo 15 de marzo, pero allí “solo le pusieron suero y le mandaron unas pastillas”.
El gerente del hospital de La Unión, Humberto Bernal Tobón, afirmó que a la menor “la atendieron en urgencias por un cuadro simplemente de enfermedad diarreica aguda y le ordenaron tratamiento ambulatorio”, indicó a MiOriente. Y aseguró que los síntomas no daban indicios de que se tratara de apendicitis aguda.

El miércoles 18 de marzo, la menor volvió a presentar molestias graves “mucha fiebre y cólicos, y fue llevada a este mismo centro asistencial a las 11:30 de la mañana, que según su padre, no la pudo atender aunque presentaba fiebre en 40 grados y dolores. “Le dijeron que más tarde había mucha gente”, indicó.
La menor fue llevada por su madre luego a a la E.S.E Hospital San Juan de Dios de El Carmen, donde la atendieron. “La menor llegó al servicio de urgencias, fue atendida por la médica, venía por un cuadro de tres días de evolución de diarrea, fiebre, vómito, fue revisada, se le colocó suero, medicamentos y la paciente no tenía 40° de temperatura, tenía 38”, afirmó Sandra Elizabeth Uribe, la gerente de este centro asistencial al medio.

El jueves 19 de marzo los síntomas se incrementaron y la menor fue llevada al hospital de La Unión y aunque se anotó en la lista de pacientes no alcanzó a ser atendida. “El miércoles solo alcanzó a anotarse en la lista de los pacientes pero no fue vista en el hospital, se la llevaron y al día siguiente, jueves, traen la niña en horas de la mañana, ingresa y ya había fallecido hacía aproximadamente 30 minutos o una hora”, indicó el gerente de la E.S.E San Roque al medio.

“Ella amaneció muy mal con cólicos y fiebre, me la lleve para el hospital pero murió en el camino. A mi niña era para dejarla hospitalizada, estaba muy mal el día anterior”, aseguró el padre de Mary Luz.

Los padres de la menor afirmaron que piensan demandar a los hospitales por supuesta negligencia.

· Diario El Espectador 15 de septiembre de 2014
Sancionan tres clínicas en Santa Marta por 'paseo de la muerte' a un bebé
Por no prestar el servicio de urgencias a un bebé de cinco meses de edad, el Consejo de Estado respaldó la sanción impuesta por la Superintendencia Nacional de Salud a la Clínica de la Mujer Ltda., Colsalud-Clínica Mar Caribe y Clínica El Prado-Sociedad Médica de Santa Marta. En este recorrido, el menor perdió la vida.

El Universal de Cartagena informó que el bebé tuvo que realizar este ‘paseo de la muerte’ por excusas como, falta de equipos y elementos correspondientes a la unidad de cuidado intensivo pediátrico, que impedían atender al menor en esos centros asistenciales.

El paciente pasó por cinco clínicas, hasta que finalmente en la última entidad, se le prestó la atención de urgencias, sin embargo el niño falleció.
Los centros médicos multados, apelaron la decisión de la Superintendencia, alegando que se les vulneró el debido proceso, el derecho de defensa e indebida apreciación de las pruebas, ya que el bebé si fue atendido inicialmente por la clínica que hizo la remisión. Por tal motivo, el Tribunal del Magdalena había anulado la sanción.

La magistrada del Consejo de Estado María Claudia Rojas Lasso, señaló que las tres entidades sancionadas debían prestar la atención inicial al menor, al menos lograr estabilizarle sus signos vitales.

Por tal motivo, se consideró que aunque se le hubiera prestado la atención al paciente inicialmente en una clínica, la negativa de las tres entidades conformó la falla.

“El hecho de que el niño hubiera sido valorado por un médico en la Clínica La Milagrosa, que según el acopio probatorio viene a constituir la atención inicial de urgencias, no puede negar que a las clínicas sancionadas a donde luego fue conducido el menor les fuera relevada tal obligación, pues el estado de salud del niño se agravaba con el tiempo, motivo por el cual no puede ser de recibo que resultaba suficiente con que una entidad lo hubiera atendido inicialmente para que las demás se abstuvieran de hacerlo”, expresó la Sala.

Recordó la Corte que la Ley 100 de 1993 ha definido que la atención inicial de urgencias implica, entre otras acciones: “las actividades, procedimientos e intervenciones necesarios para su estabilización y la definición del destino inmediato de la persona “tomando como base el nivel de atención y el grado de complejidad de la entidad”.

Esta ley también dispone que el servicio de urgencias debe ser prestado obligatoriamente por todas las entidades públicas o privadas, sin distinción ni previo contrato.

Por tal motivo, a pesar que las clínicas sancionadas no contaran con una unidad de cuidados intensivos pediátricos, era su obligación atenderlo y estabilizarlo, para después poder remitirlo a otra entidad.

Sin embargo, señala el fallo que “ni siquiera lo valoraron ni lo hicieron bajar de la ambulancia”.

· Diario, La Tarde, 27 de mayo de 2015 

Se agudiza la crisis de la salud en Cartago

Expertos consideran que si acaban con el hospital Departamental se acaba con la salud de los habitantes del norte del Valle.

La crisis de la salud en Cartago parece no tener fondo, pese a cada lío que semana a semana sale a la luz pública. Ni las marchas ni las demandas, tutelas y otras acciones han servido para que, por ejemplo, la administración departamental le ponga mano al Hospital Departamental. Además los usuarios se quejan constantemente por el mal servicio en las EPS.

Por eso este jueves 28 de mayo se realizará la marcha del silencio, liderada por la veedora en salud Emma Vélez, quien de manera constante denuncia las situaciones anómalas en el sector de la salud, que cada día está más enfermo.

“La marcha del silencio saldrá del parque de Bolívar a las 6:00 de la tarde y todos los participantes usarán tapabocas, esta vez no habrá gritos, vamos a marchar en silencio para ver si así somos escuchados, ya que las EPS tanto contributivas como subsidiadas nos están regalando muchos paseos de la muerte y mucha inhumanidad en el trato con la comunidad”, dijo la veedora en salud.

Aunque según datos de la Secretaría de Salud de Cartago, en la ciudad mueren en promedio cada año 484 personas por cada 100 mil habitantes y la primera causa de mortalidad general es el infarto agudo de miocardio con 86 casos por 100 mil habitantes, los cartagüeños mantienen con el corazón en la mano debido a lo problemático que es lograr una atención eficiente.

Por ejemplo, la semana pasada una joven madre perdió a su bebé de nueve meses de gestación, según sus familiares, por negligencia  en el servicio en  la clínica Comfandi.

“Tuvimos que llevar a mi niña con fuertes dolores de parto a las 7:30 de la mañana y todo el día (miércoles pasado) la dejaron esperando hasta que a las 7:30 de la noche la ingresaron para hacerle cesárea y después de más de una hora nos dijeron que la bebé tenía problemas pulmonares y por eso se la llevaron a Pereira”  dijo Luz Elena,  madre de la menor que perdió a su bebé.

Frente a esta situación el gerente de Comfandi, Jorge Alzate dijo a los medios que la paciente fue valorada por un ginecólogo en urgencias. “Se entró a la intervención de cesárea, el bebé nació en buenas condiciones y una hora después comenzó a tener síntomas anormales, se hicieron las maniobras y se tomó la decisión de remitirla a Pereira para que fuera valorada por un especialista. En la Clínica Comfamiliar, al parecer tuvo un paro y  con información sin confirmar, tuvo unas alteraciones congénitas no compatibles con la vida”. 

Hospital sin mando El pasado 15 de mayo los trabajadores del hospital Departamental realizaron un plantón en las afueras de este institución para pedir soluciones a la crisis que viene atravesando este centro hospitalario que atiende a la población del norte del Valle, de parte de Risaralda y el Chocó.

En este momento no hay gerente, Claudia Cecilia Carmona no duró ni un mes y los empleados están a la espera de que llegue el o la nueva gerente.
Dentro de la crítica situación, Rigoberto Zapata, presidente de Sintrahospiclínicas en Cartago analiza una probable salida a esta situación pero dice que no han tenido eco en la Gobernación del Valle.

“Cómo  van a decir que van a conseguir $18.000 millones para empezar a liquidarlo, sabemos que ni con $44.000 millones son capaces de liquidarlo. Por qué no  cogen esos $18.000 millones y los invierten en el hospital y lo sacan adelante con las especialidades y se le brinda la atención debida a la población. Con ese dinero se puede reactivar el hospital y sacarlo de la crisis que tiene, ya que la deuda asciende a los $15.000 millones” relata Zapata.

Y aunque hay trabajadores a los que les adeudan hasta un año de salarios, con los pocos recursos siguen funcionando. “Estamos haciendo lo humanamente posible para atender a los pacientes, pero con cordialidad y buen trato no es suficiente para que ellos salgan adelante, ya que los insumos son escasos y falta el recurso financiero, algunos especialistas, nos llega un herido a las puertas del hospital y si un día no tenemos anestesiólogo al otro día no hay cirujano”, dice Martha Hincapié, presidenta de la Asociación Nacional Sindical de Trabajadores, Anthoc.

Por lo pronto el secretario de Salud del Valle, Fernando Gutiérrez se mantiene en la posición de liquidar el hospital, “por  los problemas financieros que son irremediables“.
Y aunque no hace parte de sus competencias determinar si debe o no ser liquidado o qué procedimiento seguir,  Jaime Navia, secretario de Salud de Cartago dice  que “el hospital tiene problemas en las instalaciones locativas, constantes cortes de fluido eléctrico; falta de personal: medicina general y especialistas y el servicio de laboratorio clínico es deficiente”.

Además indica que la IPS Municipal, que podría prestar un servicio que supla o complemente al prestado por el Departamental, “no tiene habilitada la prestación del servicio de medicina especializada en urgencias, por lo tanto los pacientes que requieren ese servicio debe ser remitido a otras ciudades, ya que el hospital Departamental que sí se encuentra habilitado, no cuenta con el personal requerido, lo que conlleva a altos costos financieros en el servicio de ambulancia. Además la infraestructura física de la IPS no le permite el aumento de camas”.

V. CONSIDERACIONES Y MODIFICACIONES PROPUESTAS POR EL PONENTE
Con el propósito de extender la aplicación del tipo penal normativo, garantizando el derecho a la salud, la vida y la vida digna a sectores vulnerables de la sociedad y aún más indefensos, como lo son los niños y las personas de la tercera edad, luego de analizar detalladamente el articulado descrito por el autor, se propone un agravante de punibilidad de la siguiente manera: 
La pena se agravará de una tercera parte a la mitad si el paciente que requiere la atención es menor de doce (12) o mayor de sesenta y cinco (65) años.
VI. PROPOSICIÓN

Haciendo uso de las facultades conferidas por la ley 5ª  de 1992, de conformidad con las consideraciones expuestas, me permito rendir informe de PONENCIA POSITIVA y respetuosamente propongo a los Honorables Representantes de la Comisión, dar Primer debate al  Proyecto de Ley N° 212 de 2015 Cámara “por medio de la cual se hace una adición al Código Penal; se crea el tipo penal “omisión o denegación de urgencias en salud” y se dictan otras disposiciones”.

Del Señor Presidente,
__________________________________

HERIBERTO SANABRIA ASTUDILLO
Representante a la Cámara - Ponente 

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY N° 212 de 2015 Cámara “por medio de la cual se hace una adición al Código Penal; se crea el tipo penal “omisión o denegación de urgencias en salud” y se dictan otras disposiciones”.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El Libro Segundo. Parte especial de los delitos en particular, Título I de los delitos contra la vida e integridad personal. Capítulo VII de la Omisión de Socorro del Código Penal; se adicionará y quedará así:

Artículo 131 A53. Omisión o Denegación de Urgencias en Salud. El que teniendo la obligación de prestar el servicio de salud en centro médico autorizado en entidad pública, mixta o privada, que; omita, impida, dilate, retarde o niegue su prestación a una persona cuya vida se encuentre en estado de evidente e inminente peligro, incurrirá en prisión de tres (3) a cinco (5) años.

La pena se agravará de una tercera parte a la mitad si el paciente que requiere la atención es menor de doce (12) o mayor de sesenta y cinco (65) años.
Si como consecuencia de la anterior conducta, sobreviene la muerte, la pena de prisión se aumentará hasta en una cuarta parte.

Si la conducta fuere realizada por un profesional de la salud o directivo del centro médico; se impondrán sanciones subsidiarias de inhabilidad para el ejercicio de la profesión por el tiempo de la pena principal o cancelación definitiva de su tarjeta profesional, previo proceso por parte del Tribunal Nacional de Ética Médica, además, de las sanciones fiscales y disciplinarias.

Parágrafo. Para efectos de la presente ley, se entiende por estado de urgencia, toda patología que requiera diagnóstico, tratamiento, procedimiento e intervenciones médicas inmediatas, para la estabilización de los signos vitales de la persona que requiera esta atención, a fin de garantizar su ciclo vida y permitir el goce del derecho fundamental a la salud.

Artículo 2º. Vigencia. Esta ley entrará a regir a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,
________________________________

HERIBERTO SANABRIA ASTUDILLO
Representante a la Cámara

Ponente  
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